
Que reforma y adiciona diversas disposiciones de las Leyes Generales de 
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, de Instituciones y 
Procedimientos Electorales, en materia de Delitos Electorales, y de 
Partidos Políticos, así como del Código Penal Federal, a cargo de la 
diputada María Candelaria Ochoa Ávalos, del Grupo Parlamentario de 
Movimiento Ciudadano
La suscrita diputada Candelaria Ochoa Ávalos, integrante del Grupo 
Parlamentario del Movimiento Ciudadano que conforma la LXIII Legislatura 
del honorable Congreso de la Unión, en ejercicio de las facultades conferidas 
por el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y artículo 6, apartado 1, fracción I, del Reglamento de la Cámara de 
Diputados, somete al pleno de la Cámara de Diputados la presente iniciativa 
con proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan diversas 
disposiciones de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 
Violencia, de la Ley General en Materia de Delitos Electorales, de la Ley 
General de Instituciones y Procedimientos Electorales, de la Ley General de 
Partidos Políticos y del Código Penal Federal, al tenor del siguiente
Planteamiento del problema
El derecho de las mujeres a vivir libres de violencia es un derecho fundamental 
sin el cual no es posible construir el entramado del resto de los derechos, vivir 
sin violencia es indispensable para que las mujeres ejerzan libre y plenamente 
sus derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales.
Las mujeres han logrado, en los últimos años, irrumpir paulatinamente en los 
espacios públicos ejerciendo actividades políticas y de representación popular, 
no  sin  obstáculos,  amedrentamientos  y  agresiones  de  todo  tipo,  sólo  por  el 
hecho de su condición de mujeres.
Las mujeres que ejercen su derecho a fungir como representantes de elección 
popular, pueden enfrentar condiciones asimétricas de garantías y oportunidades 
con  relación  a  los  hombres  que  afectan  el  desarrollo  de  los  liderazgos 
femeninos en los partidos políticos y en la conformación de las estructuras de 
los poderes legislativos, una de esas condiciones es ser objeto de violencia de 
género.
Las mujeres, a diferencia de los hombres, pueden sufrir el riesgo de ser objeto 
de violencia en todos los ámbitos de su vida en el ámbito público y privado, por 
el hecho de ser mujeres, o dicho de otra manera, violencia de género.
La violencia  que por  razones de género se ejecute contra  las  mujeres  en el 
ejercicio de su participación política en las decisiones del país, es un factor de 
desigualdad que no sólo pretende discriminarlas e impedir su participación en la 
vida democrática del país, sino que representa un retroceso en los avances que 



en México se han logrado a partir de la reforma para alcanzar la paridad de 
género en el tema electoral.
Esta  realidad  no  se  ciñe  a  México.  La  Asamblea  General  de  las  Naciones 
Unidas emitió en 2011 una Resolución sobre la participación de la mujer en la 
política (A/RES/66/130)1  ,  mediante la cual afirmó que: “Las mujeres siguen 
estando marginadas en gran medida de la esfera política en todo el mundo, a 
menudo como resultado de leyes, prácticas, actitudes y estereotipos de género 
discriminatorios,  bajos  niveles  de  educación,  falta  de  acceso  a  servicios  de 
atención  sanitaria,  y  debido  a  que  la  pobreza  las  afecta  de  manera 
desproporcionada”.
Esta marginación que vulnera a las mujeres como colectivo, contrasta con su 
indudable  capacidad  como  líderes  y  agentes  de  cambio,  y  su  derecho  a 
participar por igual en la gobernanza democrática.
ONU Mujeres  ha  identificado  que  las  mujeres  se  enfrentan  a  dos  tipos  de 
obstáculos a la hora de participar en la vida política. Las barreras estructurales 
creadas por leyes e instituciones discriminatorias siguen limitando las opciones 
que  tienen  las  mujeres  para  votar  o  participar  como candidatas  de  elección 
popular y la brechas de género relativa a las oportunidades que encuentran que 
implican que las mujeres tienen menor probabilidad que los hombres de contar 
con la educación, los contactos y los recursos necesarios para convertirse en 
líderes eficaces.
Sumado a  este  panorama,  aumenta  la  brecha de  género  cuando las  mujeres 
candidatas o que ocupan puestos de elección popular sufren violencia por sus 
actividades  políticas  en  base  a  su  condición  de  mujeres,  lo  que  configura 
violaciones a derechos humanos ejecutados contra su dignidad, integridad física 
y psicológica, honra, libertad, autonomía, liderazgo, igualdad y puede llegar a 
constituir feminicidio como forma extrema de violencia contra una mujer.
De conformidad con la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar  la  Violencia  contra  la  Mujer  (Convención  de  Belém Do Pará),  la 
violencia  contra  las  mujeres  es  una  ofensa  a  la  dignidad  humana  y  una 
manifestación  de  las  relaciones  de  poder  históricamente  desiguales  entre 
mujeres y hombres, que se manifiesta en todos los ámbitos de la vida de las 
personas.
La  violencia  política  se  debe  identificar,  erradicar  y  sancionar  conforme  la 
interpretación de los derechos humanos de las mujeres que la Constitución que 
contiene.
En México tenemos la satisfacción de contar con trascendentales avances en el 
panorama interpretativo de los preceptos constitucionales a la luz del derecho 
internacional de los derechos humanos; gracias a la reforma Constitucional de 
junio de 2011,  se  re-dimensionaron las  obligaciones de las  autoridades para 



adjudicarles  responsabilidad  directa  en  materia  de  promoción,  respeto, 
protección  y  garantía  de  los  derechos  humanos  de  conformidad  con  los 
principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad.
Es  la  primera  vez  que  la  Constitución  determina  que  las  autoridades  como 
agentes  del  estado  deberán  prevenir,  investigar,  sancionar  y  reparar  las 
violaciones  a  los  derechos  humanos.  En  ese  marco  de  reconocimiento  a  la 
vigencia de los derechos humanos que contienen los tratados internacionales de 
los que el Estado mexicano es parte, cobran relevancia, en la aplicación de la 
ley  y  en  el  diseño  y  ejecución  de  políticas  públicas  los  principios  y 
disposiciones  de  los  dos  instrumentos  de  derecho  internacional  de  derechos 
humanos de las mujeres que disponen las obligaciones del estado para prevenir 
la  violencia  y  la  discriminación  contra  las  mujeres,  que  son  la  Convención 
sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer y 
la  Convención  de  Belém  Do  Pará,  documentos  que,  desde  la  firma  de  su 
suscripción por el  Estado mexicano adquirieron jerarquía de ley vigente y a 
partir de la reforma del 2011, jerarquía constitucional. Lo que significa que las 
leyes secundarias, las acciones de política pública de prevención y atención a la 
violencia contra las mujeres deben estandarizarse de acuerdo a estos tratados 
internacionales,  considerando  una  posición  activa  y  no  reactiva  de  las 
autoridades para atender, prevenir, erradicar y sancionar las violaciones a los 
derechos humanos de las mujeres.
Esta premisa adjudica responsabilidades extras a las autoridades cuando se trata 
de derechos humanos de las mujeres víctimas de violencia por el hecho de ser 
mujer, así lo dictó en 2009 la Corte Interamericana de Derechos Humanos en la 
Sentencia “González y Otras vs México”:
293. La Corte considera que el deber de investigar efectivamente, siguiendo los 
estándares establecidos por el Tribunal [...]. tiene alcances adicionales cuando 
se trata de una mujer que sufre una muerte, maltrato o afectación a su libertad 
personal en el marco de un contexto general de violencia contra las mujeres.
Pese a que los derechos humanos de las mujeres, como los de los hombres, se 
deben  considerar  bajo  los  principios  de  universalidad,  indivisibilidad, 
interdependencia, inalienabilidad y progresividad, en la realidad, los derechos 
de las mujeres se han visto soslayados, malinterpretados, limitados, marginados 
e invisibilizados como efecto de la discriminación y violencia que se ejerce en 
la sociedad, directa o indirectamente, contra ellas por el hecho de ser mujeres, 
realidad que se nutre de la imposición de roles y adjudicación de estereotipos 
que determinan que las actividades productivas en los espacios públicos son 
asignadas  socialmente  a  los  hombres,  en  contraposición  a  las  labores  de 
dependencia que se desarrollan en el espacio privado y que son destinadas para 
las mujeres.



De ahí, que la participación política y el debate de ideas propias del espacio 
público  han  sido  tradicionalmente  desarrolladas  por  hombres,  lo  que  ha 
generado una asimetría desproporcionada en el acceso al poder y a la toma de 
decisiones que ha limitado el ejercicio de las mujeres de sus derechos políticos.
En  esta  LXIII  Legislatura,  por  primera  vez  en  el  parlamento  mexicano  las 
mujeres tenemos 211 diputadas federales, es decir el 42.6 por ciento de escaños 
de representación popular en la Cámara de Diputados, este avance no ha sido 
sin afrontar en el camino dificultades y presiones en razón de nuestra condición 
de mujeres o estar en el riesgo de.
Por lo que es en la arena política en donde de manera más ostensible se puede 
apreciar la histórica desigualdad de acceso al poder entre mujeres y hombres, en 
donde  las  mujeres  no  sólo  han  tenido  que  luchar  para  exigir  la  paridad  de 
asignación de candidaturas,  como medida afirmativa para alcanzar el  acceso 
equitativo a las oportunidades de participación política, sino que, a diferencia 
de los candidatos hombres,  pueden vivir  el  riesgo de verse afectadas por la 
violencia de género en su contra, por su atrevimiento de ejercer su derecho de 
participar  en  el  gobierno  del  país,  de  expresar  sus  opiniones  políticas,  de 
plantarse en el espacio público y convocar a votar a la población.
Como  resultado,  en  los  últimos  tiempos  se  han  visto  casos  de  absoluta 
discriminación impune contra las mujeres con actividad política, como el caso 
de Eufrosina Cruz Mendoza, a quien el grupo de hombres en el poder en la 
comunidad de Santa María Quiegolani, Oaxaca, le negaron el acceso al cargo 
de presidenta municipal que ganó en las elecciones, en cuyo caso, los varones 
no superaron sus complejos y bajo el estereotipo cultural de que la actividad 
pública no es para mujeres, se organizaron para impedir que asumiera el cargo 
de elección popular que había ganado en las urnas.
Es necesario que la legislación aporte garantías a las mujeres de vida política 
para  reducir  y  erradicar  la  brecha  de  género,  la  participación  política  debe 
ejercerse sin riesgo de violencia.  A las  mujeres,  la  práctica de sus derechos 
políticos, les puede acarrear ser blanco de ataques y presiones sólo por el hecho 
de ser mujeres, ejerzan o no los roles socioculturales, situación de riesgo que, 
en cambio, no vulnera a los hombres políticos, a pesar de que este derecho es 
tan añejo como la Declaración Universal de los Derechos Humanos2 .
En el recuento de la generación de los instrumentos de derechos humanos, el 
Pacto Internacional  de los  Derechos Civiles  y  Políticos  ,  al  que México se 
adhirió el 23 de marzo de 1981, determina en su artículo 25 que las personas 
tienen derecho a  participar  en  la  dirección de  asuntos  públicos,  votar  y  ser 
elegidos y tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones 
públicas de su país, la legislación mexicana debe proveer garantías para:



Artículo 26. Todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho sin 
discriminación a igual protección de la ley. A este respecto, la ley prohibirá toda 
discriminación y garantizará a todas las personas protección igual y efectiva 
contra  cualquier  discriminación  por  motivos  de  raza,  color,  sexo,  idioma, 
religión,  opiniones  políticas  o  de  cualquier  índole,  origen nacional  o  social, 
posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.
La  acción  del  estado  debe  verificarse  con  sentido  no  sólo  de  respeto  y 
promoción  de  los  derechos  humanos  sino  transformador  de  las  estructuras 
discriminatorias de las mujeres, las instituciones de políticos es una de ellas.
La  violencia  contra  las  mujeres  que  ejercen  sus  derechos  políticos,  en 
cualquiera de sus manifestaciones, puede considerarse violencia por razones de 
género, de acuerdo a la definición de la Convención de Belém Do Pará, que 
comparte la LGAMVLV: la violencia contra las mujeres es cualquier acción o 
conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, 
sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado.
El Estado mexicano está obligado a proporcionar a las mujeres, y no puede ser 
diferente en el caso de las mujeres políticas, condiciones idóneas y seguras para 
que desarrollen sus potencialidades y ejerzan su liderazgo político sin violencia 
y  sin  discriminación.  Está  en juego no sólo  la  dignidad e  integridad de  las 
mujeres sino el avance de la democracia en México. En virtud de esta violencia, 
las  mujeres  políticas  pueden  recibir,  amenazas,  difamación,  acoso  u 
hostigamiento, insultos, coacción, persecución, secuestros y feminicidio, ya sea 
en  su  calidad  de  candidatas  o  de  representantes  electas,  para  impedir  que 
ejerzan sus funciones.
Actualmente en México la violencia política contra las mujeres no se encuentra 
tipificada ni definida en ninguna ley para su sanción y prevención.
Marco legal
Sobre  la  igualdad  de  mujeres  y  hombres  para  ejercer  sus  derechos,  la 
Constitución  mexicana  armoniza  en  sus  artículos  1o.  y  2o.  el  derecho  de 
igualdad  y  no  discriminación  que,  particularmente  en  el  tema  de  derechos 
civiles  y  políticos  se  contiene  en  instrumentos  internacionales  como  en  la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, en su artículo 23, inciso c), 
que  reconoce  los  derechos  de  las  personas  de  tener  acceso,  en  condiciones 
generales de igualdad, a las funciones públicas de su país.
Específicamente la Convención sobre los Derechos Políticos de la Mujer3 , en 
su artículo III, define que:
“Las mujeres tendrán derecho a ocupar cargos públicos y a ejercer todas las 
funciones  públicas  establecidas  por  la  legislación  nacional,  en  igualdad  de 
condiciones con los hombres, sin discriminación alguna.”



En el caso de las mujeres pertenecientes a comunidades indígenas, el Comité 
para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, recomendó a México 
en su Informe emitido en agosto de 20124 , que:
23. Recomendación:
a) [...]
b)  Elimine  los  obstáculos  que  impiden  que  las  mujeres,  en  particular  las 
indígenas,  participen  en  la  vida  política  de  sus  comunidades,  inclusive 
realizando campañas de concienciación orientadas a ampliar la participación de 
la mujer en la vida política en los planos estatal y municipal;
Ante  este  marco legal  de  referencia,  es  menester  revisar  la  legislación para 
identificar las lagunas que pudieran constituir una omisión del Estado mexicano 
en su responsabilidad de garantizar a las mujeres una vida libre de violencia y 
con ello,  impulsar  acciones  de  prevención y  erradicación de  las  causas  que 
generan esta violencia en la sociedad.
Los gobiernos  de  los  países,  entre  ellos  México,  participantes  en la  décima 
Conferencia Regional de la Mujer de América Latina y el Caribe, representados 
por ministras y mecanismos para el adelanto de las mujeres del más alto nivel, 
reunidos  en  Quito,  Ecuador,  del  6  al  9  de  agosto  de  2007,  emitieron  una 
declaración  denominada:  el  Consenso  de  Quito,  por  medio  del  cual  se 
comprometieron a:
“Adoptar  medidas  legislativas  y  reformas  institucionales  para  prevenir, 
sancionar y erradicar el acoso político y administrativo contra las mujeres que 
acceden a puestos de decisión por vía electoral o por designación, tanto en el 
nivel nacional como local, así como en los partidos y movimientos políticos;”
La igualdad sustantiva en el ámbito político se enmarca en los principios de la 
Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres, el artículo 17 determina 
que se requieren instrumentar mecanismos operativos adecuados para que las 
actividades políticas se desarrollen a través de la equidad de género, en la toma 
de decisiones y en la promoción de la participación de ambos en las estructuras 
políticas.
Pese a esta gama de normas de derecho internacional de derechos humanos y 
leyes mexicanas, la legislación que promueve y garantiza el ejercicio pleno de 
los  derechos políticos no se encuentra  disposición alguna en referencia  a  la 
prevención, atención y erradicación de la violencia política,  como es la Ley 
General de Instituciones y Procedimientos Electorales, Ley General en Materia 
de Delitos Electorales y la Ley General de Partidos Políticos; es necesario que 
se defina la violencia política en la Ley General de Acceso de las Mujeres a una 
Vida  Libre  de  Violencia  y  el  Código  Penal  Federal,  en  el  apartado  del 
Feminicidio, es omiso en cuanto a la hipótesis normativa que puede constituir 
un asesinato por razones de género dentro de un contexto de violencia política.



Por todo ello, considerando que:
La  violencia  contra  las  mujeres  por  su  participación  política,  persigue 
mantenerlas en la marginación en la toma de decisiones y en la vida pública, 
por lo que no se debe tolerar,  sino investigar y sancionar debidamente para 
erradicar  la  impunidad  de  la  violencia  de  género,  que  tiene  en  la  violencia 
política una de sus manifestaciones.
Recordando  que  ONU  Mujeres  se  ha  pronunciado  porque  los  gobiernos 
motiven la  contribución de  las  mujeres  en  su  política  de  desarrollo,  porque 
ninguna  nación  puede  avanzar  y  progresar  sin  la  participación  activa  de  su 
población y el aporte de las mujeres se debe considerar una riqueza para la vida 
política,  sólo  se  podrá  sumar  si  ellas  pueden  participar  en  condiciones  de 
igualdad,  seguridad y libertad y sin arriesgar  su seguridad personal  o de su 
familia.
La  resolución  de  la  Asamblea  General  de  las  Naciones  Unidas  sobre  la 
participación de la mujer en la política, destaca la importancia crucial de dicha 
participación  en  todos  los  contextos.  La  resolución  llama  a  los  estados 
miembros de las Naciones Unidas a adoptar una serie de medidas, incluidas las 
siguientes:
• Investigar las denuncias de actos de violencia, agresión o acoso perpetrados 
contra mujeres electas para desempeñar cargos públicos y candidatas a ocupar 
cargos políticos; crear un entorno de tolerancia cero ante esos delitos y, para 
asegurar que los responsables rindan cuentas de sus actos; adoptar todas las 
medidas necesarias para enjuiciarlos ; y
•  Alentar  una  mayor  participación  de  las  mujeres  susceptibles  de  ser 
marginadas, en particular las mujeres indígenas, las mujeres con discapacidad, 
las mujeres del  medio rural  y las mujeres pertenecientes a minorías étnicas, 
culturales o religiosas, en los procesos de adopción de decisiones a todos los 
niveles;  y  afrontar  y  eliminar  los  obstáculos  que  encuentran  las  mujeres 
marginadas para acceder a la política y la adopción de decisiones a todos los 
niveles, así como para participar en ellas.
Esta  iniciativa  está  dirigida  a  fomentar  la  creación  de  esas  condiciones  de 
igualdad, progreso y libertad en que se deben ejercer los derechos humanos, 
pretende  que  se  reconozcan  las  condiciones  asimétricas  en  que  las  mujeres 
ingresan a  la  vida pública y que se sancione todo acto de discriminación y 
violencia que sufren por el atrevimiento de ejercer sus derechos de elección 
popular.
En este impulso de cambios legislativos que apoyen la progresividad de los 
derechos  humanos  de  las  mujeres,  es  necesario  reconocer  que  senadoras  y 
diputadas de la anterior legislatura ya han promovido iniciativas similares a esta 
que hoy se  presenta,  preocupadas todas porque el  estado y las  instituciones 



políticas cumplan su responsabilidad de protección y defensa de los derechos de 
las mujeres políticas, atendiendo a los textos de sus iniciativas las refrendamos 
con un espíritu de sororidad que nos mueve en la búsqueda de construir un país 
más fuerte a través de la participación democrática de mujeres y hombres en un 
clima de no violencia y vigencia de derechos humanos.
Por  lo  antes  expuesto,  la  suscrita  diputada,  somete  a  su  consideración,  la 
siguiente iniciativa con proyecto de
Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de las 
siguientes legislaciones:
Artículo primero de la iniciativa:
Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia
a) Se adiciona el artículo 20 Bis en el capítulo IV Bis del título II, Modalidades 
de Violencia, como sigue:
Artículo 20 Bis
Violencia  política:  constituye  violencia  política  contra  las  mujeres, 
cualquier acto u omisión que cause daño de cualquier índole,  o que,  en 
virtud de la fortaleza de las mujeres, no causándolo, tenga el objetivo de 
impedir,  limitar,  amedrentar,  desprestigiar,  ridiculizar o excluir a  una o 
varias  mujeres  del  ejercicio  de  sus  derechos  político  electorales,  como 
pueden ser: su acceso a los espacios de poder público y al debate de la toma 
de  decisiones,  o  marginarla  de  la  conformación  de  órganos  de 
representación popular, o que desista o abandone su actividad política o 
afectarla en el ejercicio de su encargo público.
Se consideran actos de violencia política, entre otros, aquellos que:
a) Cualquier acto u omisión que se manifieste en burlas, insultos, palabras 

de  doble  sentido,  amenazas,  descalificación,  desprestigio,  desvirtuar 
información acerca de sus actos, acoso sexual, dirigido a la mujer.

b) Descalifiquen sus opiniones y logros por su forma de vestir o conducirse.
c)  Impongan  por estereotipos  de  género  la  realización  de  actividades  y 

tareas ajenas a las funciones y atribuciones de su cargo.
d)  Asignen  responsabilidades  de  género  que  tengan  como  resultado  la 

limitación del ejercicio de la función político-pública.
e) Eviten por cualquier medio que las mujeres electas, titulares o suplentes, 

o designadas a una función pública, asistan a las sesiones ordinarias o 
extraordinarias o a cualquier otra actividad que implique la toma de 
decisiones, impidiendo o suprimiendo el derecho a voz y voto en igualdad 
de condición que los hombres.

f) Impidan o restrinjan su reincorporación al cargo cuando hagan uso de 
una licencia justificada.



g) Restrinjan el uso de la palabra, en las sesiones u otras reuniones y su 
participación en comisiones, comités y otras instancias inherentes a su 
cargo, conforme a la reglamentación establecida.

h)  Impongan  sanciones  injustificadas,  impidiendo  o  restringiendo  el 
ejercicio de sus derechos políticos.

i) Discriminen a la autoridad electa designada o en el ejercicio de la función 
político-pública, por encontrarse en estado de embarazo o parto; y,

j)  Divulguen  o  revelen  información  personal  y  privada  de  las  mujeres 
candidatas,  electas,  designadas  o  en el  ejercicio  de  funciones  político-
públicas, con el objetivo de menoscabar su dignidad como seres humanos 
y  utilizar la  misma para  obtener contra  su  voluntad la  renuncia  y  o 
licencia al cargo que ejercen o postulan; y,

k) Cualquier otro acto que limite o restrinja la participación política de las 
mujeres.

Se adiciona el título II, capítulo III de la De la distribución de competencias en 
materia de prevención, atención, sanción y erradicación de la violencia contra 
las mujeres, con las fracciones IX y X:

Sección Octava. Del Instituto Nacional de las Mujeres
Artículo 48. Corresponde al Instituto Nacional de las Mujeres:
De la I a la VIII...
IX. Promover la formación de liderazgos políticos y el ejercicio pleno de los 

derechos políticos de las mujeres.
X. Evaluar las condiciones de acceso de las mujeres candidatas a puestos de 

elección  popular  que  cumplan  con  estándares  internacionales  de 
derechos humanos en cuanto a igualdad sustantiva, equidad de reglas y 
protección,  así  como  la  promoción  de  los  derechos  políticos  de  las 
mujeres .

Artículo segundo de la iniciativa:
La Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales
Adiciones a los artículos 2, 3 inciso d), 4, 246, 247, 380, 443, 445, 446, 452, 
como sigue:
Libro Primero, Título Único, Disposiciones Generales
Artículo 2.
1. Esta ley reglamenta las normas constitucionales relativas a:
a) Los derechos y obligaciones político-electorales de las y los ciudadanos;
Artículo 3.
Se adiciona el inciso d):
Para los efectos de esta ley se entiende:
d). Violencia política: la definición contenida en el artículo 20 Bis de la Ley 

General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia.



Lenguaje incluyente: en cumplimiento de las disposiciones de la Ley para 
la Igualdad entre Mujeres y Hombres,  se hace cargo esta ley que fue 
redactada en un lenguaje masculino cuando se refiere a precandidatos, 
candidatos y/o ciudadanos, por lo que se hace necesario que no es una 
redacción que respete el lenguaje incluyente, por lo que entretanto no se 
reforme completamente el texto de la ley, y en obvio de repeticiones, se 
deberá asentar en un inicio, que esas denominaciones comprenden a las 
personas  mujeres  y  hombres,  con  ese  perfil,  y  al  resto  de  cargos 
mencionados en esta ley.

Artículo 4.
La  renovación de  los  poderes  Ejecutivo  y  Legislativo  de  la  Federación,  así 

como  las  correspondientes  a  los  poderes  Ejecutivo,  Legislativo  y  de  los 
Ayuntamientos  en  los  estados  de  la  Federación,  y  de  la  Jefatura  de 
Gobierno, diputadas y diputados a la Asamblea Legislativa y las y los jefes 
delegacionales del Distrito Federal, se realizarán mediante elecciones libres, 
auténticas y periódicas, mediante sufragio universal, libre, secreto y directo.

Artículo 246.
1. [...]
2. La propaganda que en el curso de una campaña difundan por medios gráficos 
los partidos políticos, las coaliciones y los candidatos, no tendrán más límite, en 
los términos del artículo 7o. de la Constitución, que el respeto a la vida privada 
de las  y  los candidatos,  autoridades,  terceros y a las  instituciones y valores 
democráticos.
Artículo 247.
1. [...]
2. En la propaganda política o electoral que realicen los partidos políticos, las 
coaliciones y los candidatos, deberán abstenerse de expresiones que calumnien 
a las personas o que constituya violencia política . El Consejo General está 
facultado para ordenar, una vez satisfechos los procedimientos establecidos en 
esta  Ley,  la  suspensión  inmediata  de  los  mensajes  en  radio  o  televisión 
contrarios a esta norma, así como el retiro de cualquier otra propaganda.
Artículo 380.
1. Son obligaciones de los aspirantes
a) [...]
f) Abstenerse de proferir ofensas, difamación, calumnia o cualquier expresión 

que denigre a otros aspirantes o precandidatos, partidos políticos, personas, 
instituciones públicas o privadas o que constituya violencia política contra 
las mujeres;

Artículo 443.
1. Constituyen infracciones de los partidos políticos a la presente Ley:



a) [...]
j) La difusión de propaganda política o electoral que contenga expresiones que 

denigren a las instituciones y a los propios partidos, o que calumnien a las 
personas  y que contengan expresiones  de discriminación por género o 
violencia política .

Se adiciona:
n) Cometer actos que constituyan violencia política contra las mujeres.
y se recorre el inciso siguiente: o)
Artículo 445.
Constituyen infracciones de las y los aspirantes, precandidatos o candidatos a 

cargos de elección popular a la presente Ley:
a. [...]
f). Cometer actos que constituyan violencia política contra las mujeres.
Se recorre el inciso: g)
Artículo 446.
1. Constituyen infracciones de las y los aspirantes y candidatos independientes 
a cargos de elección popular a la presente ley:
a) [...]
m) La difusión de propaganda política o electoral que contenga expresiones que 

calumnien  a  las  personas,  instituciones  o  los  partidos  políticos  o  que 
constituya violencia política contra las mujeres;

Artículo 452.
1. Constituyen infracciones a la presente ley de los concesionarios de radio y 

televisión:
a. [...]
c. La manipulación o superposición de la propaganda electoral o los programas 

de los partidos políticos con el fin de alterar o distorsionar su sentido original 
o para calumniar a las personas, instituciones o los partidos políticos, o que 
constituya violencia política.

Artículo tercero de la iniciativa:
Ley General en Materia de Delitos Electorales:
Adiciones a los artículos 3, fracción XV y 7 Bis, como sigue:
Del Título Primero, Disposiciones generales, Capítulo I
Objeto y Definiciones
Artículo 3
Para los efectos de esta ley se entenderá por:
XV. Violencia política: la definición contenida en la Ley General de Acceso 

de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia,
Artículo 7 Bis



Se impondrá de cincuenta a 100 días de multa y de 6 meses a 3 años de 
prisión,  a  quien,  por  razones  de  género,  presione,  coaccione,  agreda, 
intimide, amenace, cause daño, acose, a una o varias mujeres, con el objeto 
de obstruir, menoscabar, restringir, condicionar, limitar, excluir o anular el 
ejercicio de sus derechos de elección y participación en un cargo de elección 
popular.
Se entiende que habrá razones de género, si el ataque o agresión se dirige 
por causa de su condición de mujer, pudiendo utilizar mensajes o epítetos, 
amenazas  relacionados  con  roles  o  estereotipos  socioculturales 
discriminatorios  en  contra  de  las  mujeres  de  sus  ascendientes  o 
descendientes, con connotación sexual, o en función de la representación o 
no, de las víctimas, del cumplimiento de esos roles.
Artículo cuarto de la iniciativa
Ley General de Partidos Políticos
Adiciones a los artículos 3, punto 3; 4, inciso c) se recorren los siguientes; 25, 
se adiciona el inciso b); 37, se adicionan los incisos f) y g); 38 inciso d) y e) y 
46, como sigue:
Artículo 3
1. [...]
2. [...]
3.  Los  partidos  políticos  promoverán  los  valores  cívicos  y  la  cultura 
democrática  entre  niñas,  niños  y  adolescentes,  y  buscarán  la  participación 
efectiva de ambos géneros en la integración de sus órganos, así  como en la 
postulación de candidatos; cuyos dirigentes son responsables de garantizar 
que  en  sus  instituciones  se  respeten  los  derechos  de  las  mujeres 
participantes y ésta se genere en un ambiente libre de discriminación y 
violencia política.
Artículo 4
1. Para los efectos de esta ley, se entiende por:
c)  Violencia  política:  la  definición  de  la  Ley  General  de  Acceso  de  las 

Mujeres a una Vida Libre de Violencia.
Artículo 25.
Se adiciona el inciso b), recorriéndose los siguientes incisos:
1. Son obligaciones de los partidos políticos:
a. [...]
b. Promover que las mujeres miembros de los partidos políticos ejerzan sus 

derechos  políticos  sin  ser  sujetas  a  violencia  política  por  razones  de 
género y en un contexto de igualdad entre mujeres y hombres.

Artículo 37
1. La declaración de principios contendrá, por lo menos:



a). [...]
f) El compromiso de quienes integran los partidos políticos en materia de 

prevenir y erradicar la violencia política contra las mujeres integrantes 
de estas instituciones.

g) El reconocimiento de que los planes de trabajo y acciones de los partidos 
deben  cumplir  los  derechos  humanos  en  el  ámbito  político,  de 
conformidad con el artículo primero constitucional.

Artículo 38.
1. El programa de acción determinará las medidas para:
a).[...]
d) La creación, planeación y ejecución de acciones dirigidas a promover los 

liderazgos de las mujeres y que apuntalen los derechos políticos de las 
mujeres participantes.

e)  Acciones  de  capacitación  para  las  y  los  integrantes  en  materia  de 
derechos  humanos,  particularmente  sobre  derechos  políticos  bajo  el 
marco  del  derecho  internacional  de  derechos  humanos  y  el  artículo 
primero constitucional.

Artículo 46, De la Justicia Intrapartidaria,
1. [...]
2. El órgano de decisión colegiado previsto en el artículo 43, inciso e) de esta 
ley,  deberá  estar  integrado  de  manera  previa  a  la  sustanciación  del 
procedimiento, por un número impar de miembros, cuidando que exista una 
representación de mujeres  ;  será el  órgano responsable de impartir  justicia 
interna y deberá conducirse con independencia, imparcialidad y legalidad, así 
como con respeto a  los  plazos que establezcan los  estatutos de los  partidos 
políticos.
Artículo quinto de la iniciativa
Se adiciona la hipótesis VIII del artículo 325 del Código Penal Federal.
Código Penal Federal
Artículo 325. Feminicido:
Comete el delito de feminicidio quien prive de la vida a una mujer por razones 
de género. Se considera que existen razones de género cuando concurra alguna 
de las siguientes circunstancias:
Se añade fracción VIII:
Que la  víctima haya ejercido su derecho de participación política como 
candidata u ocupe un cargo de elección popular de cualquier nivel, en el 
marco de la definición de la violencia política contenida en el artículo 20 
Bis  de  la  Ley  General  de  Acceso  de  las  Mujeres  a  una  Vida  Libre  de 
Violencia.
Transitorios



Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su 
publicación en el Diario Oficial de la Federación.
Artículo  Segundo.  Los  Poderes  Legislativos  de  las  entidades  federativas 
contarán con un plazo de 180 días hábiles, contados a partir de la entrada en 
vigor  del  presente  decreto,  para  realizar  la  armonización  y  homologación 
legislativa a las que se refieren las disposiciones de esta ley.
Artículo Tercero. La Secretaría de Gobernación, en un plazo que no exceda de 
90  noventa  días  naturales  después  de  publicado  el  presente  decreto,  deberá 
publicar las reformas al reglamento de la ley que resulten necesarias para la 
implantación de este ordenamiento.
Artículo  Cuarto.  La  Cámara  de  Diputados  del  Congreso  de  la  Unión,  los 
Poderes Legislativos de las entidades federativas y la Asamblea Legislativa del 
Distrito Federal deberán mantener y garantizar la progresividad de la asignación 
presupuestaria para la ejecución de la presente ley.
Notas
1. Cfr.: http://www.unwomen.org
2.  Proclamada  el  10  de  diciembre  de  1948  en  el  seno  de  la  Asamblea  General  de  las 
Naciones Unidas.
3. Adopción: Nueva York, EUA, 31 de marzo de 1953; ratificación por México: 23 de marzo 
de 1981
4. Observaciones finales del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la 
Mujer; en su 52o. periodo de sesiones, del 9 a 27 de julio de 2012
Palacio Legislativo de San Lázaro, a 29 de septiembre de 2015.
Diputada María Candelaria Ochoa Ávalos (rúbrica)


